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Recluso de agravio constitucional interpuesto por don Caudencio Augur-ro
Azañero Negrele conlra la resolución de folio 166, de fecha 19 de abril dc 2016.
expcdida por la Sala Civil de la Code Superior de Justicia de Huaura que dcclara
inlundada la dernanda de autos.

t UNDAMtlNt OS

l. En la scntencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA./TC, publicada cn cl diario
Perutru¡ el 29 de agoslo de 2014, este Tribunal estableció. en el

to 49. con carácter de preccdcnte, quc se expcdiÉ senterrcia interbcutoria
ia, dictada sin l¡ás trámite- cuando se presentc alguno de los siguienles

/ü

a)
h)

c)

Carezca de lundamentación la supuesta vulncración quc se invoque.
La cuestión de Derecho contcnida cn el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Delecho invocada co[trddiga ur precedente del Tribunal
ConstitLrcional.
Se haya decidido de mancra desestimatoria en c¡sos sustancialmente iguales.

2. Iln cl prcsente caso. se cvidencia que el recurso de aBravio no cstá rcferido a una
cuestióo de Derccho de espccial trasoendencia constitucional. AI respccto. un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el conlcnido
corlstitucionalmcntc protcgido de un derecho fundamental; cuando vcrsa sobre un
asunto materiaL¡entc cxcluido del proceso de tutela de que sc trala; o, llnalmcDle.
cuaudo lo pretcndido no alude a un asunto que requiere una tutcla de especi¡l
urgencia.

Expresado de otro modo, y tenicñdo en cuenta lo precisado en el firndamcnto 50 dc
la scnlencia e¡nitida en el Expediente 00987-2014+A/fC, una cuestión no rcvistc
cspecial lrascendencia constitlrcional cn los siguientes casos: (l) si una f¡tum
resolución del Tribunal Constitrcional no sohrciona algún conflicto de rclcvancie
corlstitucional. pues no existe lesión que compromcta el derecho lundamental
involucrado o se lrala de un asunto que no corrcsponde resolver en la vÍa

ASUN'I'O

supueslos: que igualmente están contenidos en el artículo l1 dcl Reglanlento
Normativo del 1'ribunal Constitucional:
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constitucional invocado y no mcdian razones subjetivas u objetivas qLlc habiliten a
este órgano colcgiado para emitir un pronunciamiento de fondo

En efeclo, de autos sc advierte que no existe lesión que compromcta el derecho
fundamental involucrado, pues el demandantc intcryone demanda de amparo conlra
la Oficina de Normalización Previsional (ONP) con el fin de que sc dcclare
inaplicable la Itesolucióo 2.1967-2000-ONP/DC, de fecha 2l de agoslo dc 2000. por

considcrar que su pensión inicial debió ser de S/ 410.00, conforme lo establece el

itucional; o (2) si no exisle ncccsidad de tutelar de manera urgente el derccho

L) odeUrgencia 012-2000; asimismo, se ordcne a la demandada etlctúe el
pensión por cl monlo dc S/ 857.36 y el pago de devengados. inlerescs

es y costos dcl proceso

a

Al respecto, debe recordarse que el artículo 20 del Decrelo S!¡prcmo 029-89-TR.
ReSlamento de la Ley 25009, establece que los trabajadores de la actividad mincra
que padezcan del primer grado de silicosis, lerrdtán dcrecho a la pcnsión complcta
de .lubilación. A su vez. el a(ículo 9 del citado Decrcto Supremo 029-89-TR
establece que la pensión co¡¡pleta de jubilación para los trabajadores mincros
comprendidos er Ia Ley 25009 será equivalente al 100 % de la renuneración dc
reterencia del trabajador. que se calcula sobre la base de las últimas remuneraciones
percibidas por el actor, y no sobre la base de la renruneración mínima vital.
regulada por el Decreto de Urgencia 012-2000.

6. En la resolución administrativa cuestionada (1. 3), se advierte que la ONP le otorgó
al actor una pensión completa de jubilación minera, bajo los alcances de los
ar!ículos 2 y 6 de la Ley 25009, y su cálculo se efectuó oonforme a lo dispuesto por
el articulo 9 del Decreto Supremo 029-89-TR a partir del I de marzo de 2000. por
la su¡¡a de S/ 293.7ó. actualizada en la suma de S/ 415.07. al haber acreditado a la
1'echa de su cese, 29 de febrero de 2000, un total de 29 años complelos de apofies
como trabajador de la actividad minera y por adolecer de la enf¿rmcdad prolcsional
de silicosis. Además, se constata que no se vulnera cl derccho pcnsionario dcl
demandante po.que percibe una pensión superior a la pensión mini¡1a vigcntc
eslablecida para pensionistas por dcrccho propio según lo dispucslo por las [,eyes
27617 y 2'7655. en concordancia con la Resolución Jctátural 001-2002-
JEFATURA.ONP,

7. Siendo así, y al no existir en la presente controversia lesión que compromela el
derecho fundamental involucrado, resulta evidente que el recurso de agravio carccc
de especial trasccndencia conslitucional.
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8. IID consecuencia, y dc lo oxpuesto en los fundamentos 2 a 7, se verifica que el
presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prev;sfa en cl
acápite b) del fundamenlo 49 de la senlencia emitida en el Expediente 00987-2014-
I,A/I'C y en el inciso b) del a(iculo II dcl Rcglamento Nofl¡ativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámile, ¡nprocedente
el lccurso de agravio constitLrcional

Por estos fundamentos, el Tribunal ConstilLrcional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Polilica del Perú, y la paticipación del ¡¡agistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dir¡'nir la discordia suscitada por el voto sinSular del
magistrado Ferrero Costa.

RESUtrLVE

Dcclarar INIPIIOC¡lDFlN I It e1 rccurso de vio constitucional

Publíquese y notifiquese

SS.

MIRANDA CANALI]S
SARDóN D}','I'AI]OAI)A
IiSPINOSA-SALDAÑA ItA

Lo
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VO'I'O SINGUL R DtrI, MAGIS T'II DO FIIRREIIO COSl'A

Con la potcstad que mg otorga Ia Constitr¡ción, y cor el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singr ar, para expresar respeluosamente
que disiento del precedente vinculante cstablecido en la Sentencia 00987-2014-PAfl'C,
SIIN'IENCIA. INTERLOCU-|ORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación cxpongo:
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I]I, TRIBUNAT, CoNS].I,TUCI0NAI, CoMo CORTE DIi RI]VISIÓN o T.ALLo Y No D[
c^s.\cróN

I-a Conslitución dc 1979 creó el 'l'ribunal de Gara¡tias Constitucionüles como
insta¡cia de casación y la Constitucióñ de 1993 convirtió al 'l'ribunal Constitucir¡ral
cn instancia de fallo. l,a Constituciór del 79, por plimcra vez en nuestra historia
collstitL¡cional. dispuso la creacióu de un órgano arl Aoc, independieutc rlel Podcr
Judici¡1, con la larea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
cle los derechos ftrndamentales-

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de contlol de ia Co¡lstitución. que teria j uri sdicció¡
en todo el territorio nacional para conocer, en yía de casackjn, de los habeas corpus
y ampalos denegados por el Podel Judicial, lo quc implicé que dicho 1'ribunal no
conslituía una inst¿urcia habilitada pam 1¡llnr en lorma deiiDitiva sob¡c la causa. Es
dccir, uo sc pronunciaba sobtc los hcclu¡s invocados como aücnaza o lesiófl a los
dercchos lcconooidos en la Ct¡nslilucién.

3. Iin cse scltido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Güantías
Constituciorrales. vigculc en r:se mornento, estableció, en sus aÉículos 42 al 46, quc
dicho ór'gano, al cncontrar una rcsolución denegato¡ia que ha violado la ley o la ha
aplicado el1 lblma errada o ha incunido en graves vicios ptocesales en la
tla,¡itación y resolución de la demanda. procederá a casar la sentencia y. luego de
scñalar la dellciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Juslicia de Ia
Itepilblica (reenvío) para quc emita nuevo fallo siguiendo sus lineamicntos,
procedimiento que! a todas luces, dilataba cn exceso los procesos constitucionales
r¡encionados.

,:1. Ill modclo cle tulela ¿n1e amennzas y vulneración de derechos luc seriiuncntc
¡¡odificado en la Constilución de 1993. En primer lugat, se amplían los
mecanismos de lulela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparc. habeas data
y accióI de cumplilnicnlo. litr segurido lugar, se crea al 'fribuna] Constitucio¡al
corno ór'tsano dc controi de la constitucionalidad, aL¡n cuarldo la Conslitución lo
calilica cr(ineamcntc como "órgano de control de la Constitució11". No obstante, en

w1
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¡ratcria de procesos constitl¡ciondles de la libertad, la Constitución estabiece quc el
'l'ribunal Constitucional es instancia de revisión o 1állo.

5. Cabc scñalar que la Constituqión Politica del Pem, en su artículo 202, inciso 2,
presclibc que corresponde al 'l bunal ConslitucioDal "cokocer, ch últiha y
de/initivu in.rla cia, las rusoluciones denegabrias dictudas en los p|ocetos de

habeat cor¡tut, amp.tro, h.tbeus data y accióh de cuhlplimiento"- Esta disposición
conslitucional, desde una posición de iianca lutcla de los derechos fundarnentales,
cxige que el T¡ibunal Constitucional escuche y cvalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
conlmvendría mandatos esenciales de la Constilución, como son el principio de

dclcnsa dc la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como 1in suprcmo de la
sociedad y dcl Estado (articulo i), y "ld obsetrancia del debido procet;o y tulela

itu isdiccional. ¡¡ingü¡1d peúona pue.le rer desviada de la jurisdícción
predelenninada por la ley, ni sornetida u procedimi¿nto distínto cle los prcNidnenl¿
establecidos, ni juzga.la por órgonos.lurisdiceionales de excepciófi n¡ por
comisidles especiol?s creadus al e/¿cb cLtelclúiera seo su denom¡narción",
consagrada en cl artículo 139, inciso 3.

6. Ci)n1o sc advicrte, a difcrcncia de lo que aoontece en otros paises. en los cuales el
acccso a la úl1ir¡a instancia constitucional tiene lugar por ia via del cerliordri
(Supreina Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constiluyente op1ó por
un órgano supremo de interprctación de la Constitución capaz dc ingrcsar al londo
cn los llamados procesos dc la libc¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras paiabras, si lo que
eslá en discusión es la supuesla ¿unenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abri¡ la vía correspondienle para que ei l'¡ibunal Constitncional pueda
plonunciarse. Pcro la apefula dc esta via solo sc produce si se permite al
peticionanle colaborar con los jueces constitucionales mcdiaIlte un pormgno¡izado
,rnrlisrs.le lo qrr..sc pr+tcnJc. de lrr quc re invoca

7. l,o constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irenunciable a la defensa; además, u¡ Tribunal ConstitucioÍal constituye el más
ei¿ctivo medio de deiénsa de los derechos lundamentales frenle a los poderes
púbiicos y privados, lo cual evidencia el triurfo de la justicia frente a la
arbitraricdad.

I ililfi ililtiltilil tilll
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sER oiDo coMo ¡raNrIESTACIóN D[] t,A DuMocRA l rz^cróN DE Los
l'Ro('lrsos CoNs TUc¡oN LEs DE t,a LILuR t 

^D

¡J. I-a administración de justicia conslitucional de la libeúad que brilda el 'lribunal
Conslilucional. dcsdc su clc¿ción. es ¡espetuosa. como conesponde, del dcrectio de

lr'11
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del¡nsa inherente a toda perso¡a, cuya maniGstación p¡imaria es el derecho a ser
oído con todas las dcbidas garartías al interior de cualquier proceso en el cual se

J(.rcrnrincn suq Jerechos. intcrescs y oblrgar'iones.

Preajs¡mcntc, mi alcj¿mienlo rcspccto a la emisió¡ de una reso[¡ción constitucional
sirr rcalizarse audiürcia de vista está relacionado cr¡r la defensa. l¿r cual, sólo es

elcctiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden cxponcr, dc üanera escrita y
oral, los argumenlos pertinentes, concretándose cl principio de inmediación que

debe rcgir en todo proceso constitucional.

10. Sobre l¿ inlervencióü de las panes, conesponde señalar que, en tanto que Ia

potestad de admjnistra¡ .iusticia cor,stituye una manifestación del poder que el
l]stado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulla constitucional cuando se

brinda con estriclo respelo de 1os derechos inhcrelltes a todo ser humano, lo que
incluye el delechcr a ser oido co¡ las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las pafles, en delensa de sus inte¡escs,
que sc concede cn la audicncia de visla, también collstituye un elemento que
dcnocratiza cl proccso. De lo contrario, se decidiría sobrc ia esfera dc intelcs dc
una pcrsona sin permitirlc alegar lo correspondiente a su favor, lo que rcsultaía
cxcluycntc y antidcmocrático. Aclemás, cl 'fribunal Constitucional tiene el debcr
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumcntos quc jusliñcan sus decisiones, porque el 1'ribunal Constitr¡cional se

lcgitilna no por scr un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxprcsar dc modo sullciente las razoncs dc dc¡ccho y dc hecho rclevantes cn cada
caso que rcsuelve.

12. Iln csc scntido. la Co¡1c lnteramericana dc Derechos Hr.u¡ranos ha establecido que el
dcrccho dc dclansa "obliga al littfado o tratat al in(lirld o ct1 lodo ñomenÍo conto
u¡t tterdadero o-ujeto del praceso. cn el mús amplio sent¡Llo de e¡'fe concepto, y no
-timplem¿nte corno objelo clel mismo''1. y qoe "patrd que exi.tta debido proceso lcgal
¿.t pteciso que un ¡usliciable pueda hacer valer sus derccltos y defender.rus
inlere\ct en-.lorma elecliw y en condiciones de igualdad procesdl con otrcs
.iusticiables"".

i Corte IDH. Caso Baüeto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párra1b 29.
I Cote IDII. Caso ljilaire, Constantinc y Benjamin y otros vs. Trinidad y'fobago"
stntcncia del 2l dc.)unio dc 2002, párrafo 146.

I
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N,u l R,'rt-fz,\ PRocrsÁl, DIiL R¡lcutlso DE AcR^vIo CoNSTITUctoNAt,

13. El modeio de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución lro puedc ser
desvirtuado por ei 'l'ribunal CoDstitucional si no es con grave violación de sus

disposiciorcs. Dicho Tribunal es su intérprete suprcmo, pero no su relbrn1ador, toda
vez que coüo órgano cor'¡stil[ido lambi¿n cstá sometido a Ia Corslitr¡ció11.

lJ. Cuando se aplica a un proceso constitucional dc la libcrtad la denominada
'scnlcncia intcrlocutoria", cl recurso de agrirvio collstjtucional (RAC) pierdc su

verdaden ese¡cia juridica, ya que cl l'ribunal Constilucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho mcnos "¡ecalilicar" el recurso de agravio constjtucional.

15. Dc confornridad con los ar1ículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, cl
'l¡ibunal Constilucional no "concede" el recu¡so. Esta es una compelencia de la
Sala Superior dcl Poder Judicial. Al'Iribunal lo que le corrcspondc cs conoocr del
I{^C y pronu¡ciarse sobre cl lbndo. Por cnde, no le ha sido dada la competcncia dc
rcchazar dicho rcci¡rso, sillo por el contrario dc "conocc¡" lo que la parte alega
corno urn rgrar io qrrc lc c¡u.rr inrlcrtnsión.

17. Por Io demás, r¡r¡r tdtis nuta¡1d¡s, el prcacdente vinculante conteddo eD la Senlencia
00987-2014-P,\/ lC rcpite lo scr'ialado por el l ribunal Constituciouai en otros
lallos, como cn cl caso Luis Sánchez LagomarciDo Ra$irez (Sentencia 02877-
2005-PIIC/1C). Dcl rnisrno nodo. oonslituyc una reafi¡macjón dc la naluraleza
procesal de los p¡ocesos co$titucionales de la libertad (supletoriedad, vía prc!ia,
vias paralelas. litispendcncia, invocación del dcrecho constitucional 1íquido y
cicrto, etc.).

rrvl

16. Por oll.o lado, ia "scntcncia interioclrloda" cstablece como supuestos para su

aplicación lórmLrlas irnprecisas y anplias cuyo codenido, en ci mejor de los casos,

rccluicrc ser ¿clarado. justificado y concretado en supuestos especilicos, a saber,
identilicar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni iustilioarlo,
conlic e el empieo de la precitada sentencia en a¡bitrario, toda vez que se podría
alcctar. cnllc otros, cl derccho fundamcntal dc defensa. en su manifestación de se¡
oido con las debidas ga¡antías, pues ello daria lugar a decisiones subjerivas ¡
ca¡cntcs de predictibilidad, al'ectando notablemente a los iusticiables, quienes
lcnclrian cluc adivinar qué resolvcrá cl l ribunal Constitucional antes de preseutar su
respccliv¿r demanda.

18. Sin cnrbargo. cl hccho dc quc los procesos constitucionales de la liberfad sean de
una naluraleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constitoye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por lanlo. si se tiene en cue¡ta que la justicia e¡ scdc constitucional represenla la
última posibilidad para proteger y reparar ios dercchos fundamentales de los
agmviados, voto a lavor de que cn cl presentc caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garaDtiza que el fribunal Constitucioñal, en tanto instancia última y
deilnitiva, sea ia adccuada para podcr escuchar a las petsonas afectadas en sus

dercchos csenciales cuando no cncuont¡ah justicia el) el Poder Judicial;
cspeciálmente si se tiene en cucnt¿ que, agotadr la vía constitucional, al justiciable
solo le queda cl camino de la jurisdicción intertracional de protecció¡ de derechos
hum¿nos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "ia del'ensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una delcnsa lotal de la Constilución, pues si toda garantía constitücional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al defender su derecho
está del'endiendo cl de los demás y el de la comunidad que resülta oprimida o
envilecida sin la protección judiciai auténtica".
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